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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.
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Procedencia: 
JUZGADO TERCERO PENAL del Circuito de Pereira

Accionante: 
Jasbleidy Jhoana Agredo Campo 

Accionado: 
Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil
Decisión: 
Revoca y tutela

TEMAS:
DERECHO AL TRABAJO / ES DE RANGO FUNDAMENTAL / INVOLUCRA EL DERECHO A PONER FIN A UNA RELACIÓN LABORAL / Y LA OBLIGACIÓN DEL EMPLEADOR DE ACEPTAR LA RENUNCIA / NO ES EXIMENTE QUE LA RENUNCIA SE JUSTIFIQUE O MOTIVE.
… el derecho al trabajo está consagrado en el artículo 25 Superior como una prerrogativa de rango fundamental, susceptible, naturalmente, de protección por medio de la acción de tutela, el cual, en concordancia con el artículo 26 Ejusdem, tiene que ver con la posibilidad que le asiste al ser humano de desarrollar de manera libre su proyecto de vida, por medio del ejercicio de una labor o actividad a través de la cual prodigarse su congrua subsistencia, y desenvolverse positivamente en el engranaje de la sociedad, eligiendo de manera consciente y autónoma la profesión u oficio en el cual se habrá de llevar a cabo dicho propósito; lo que a su vez, involucra la facultad decisoria de modificar o poner fin a las etapas o ciclos que en el trayecto de ese plan se van presentando. (…)
En concordancia con lo anterior, el artículo 2.2.11.1.3 del Decreto 648 de 2017, “Por el cual se modifica y adiciona el Decreto 1083 de 2015, Reglamentario Único del Sector de la Función Pública”, estipula lo siguiente: 

“Toda persona que sirva un empleo de voluntaria aceptación puede renunciarlo libremente en cualquier tiempo”. (…)
… contrario a lo sostenido por este último (el empleador), así como por el Juez de instancia, los mismos (los escritos de renuncia) son una perfecta manifestación de la voluntad espontánea e inequívoca de la señora Jasbleidy Jhoana Agredo Campos para separarse del servicio prestado a la Unidad de Aeronáutica Civil, razón por la cual no se encuentra justificación alguna para que la encartada se niegue a acceder a ese propósito y la obligue a mantener vinculada a un empleo en el que no desea continuar. 

Frente a este punto, la Máxima Autoridad Constitucional, en correlación con lo dicho por el Consejo de Estado, ha expuesto lo siguiente:
“… dicha Corporación judicial ha expresado que “no existe en el ordenamiento jurídico una disposición que impida al dimitente exponer las razones o motivos que lo indujeron a tomar la determinación de desvincularse del servicio público”, motivo por el cual debe entenderse que la práctica anteriormente referida se encuentra completamente injustificada, sobre todo cuando esta misma autoridad judicial ha indicado que las afirmaciones que el trabajador pueda hacer en relación con las condiciones en que se retiró del servicio público, no constituyen por sí mismas ningún vicio de la voluntad y, por tanto, no invalidan el acto administrativo que la acepta”.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA PENAL

Magistrado Ponente

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

SENTENCIA DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA

Pereira, treinta (30) de septiembre de dos mil diecinueve (2019) 

Hora: 3:00 p.m. 
Aprobado por Acta No. 891 

ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por parte de la señora JASBLEIDY JHOANA AGREDO CAMPO, en contra del fallo de tutela proferido por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira en las calendas del 21 de agosto de 2019, por medio del cual negó la solicitud de amparo invocada por la recurrente en contra de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE AERONÁUTICA CIVIL. 
ANTECEDENTES:
Se tienen como relevantes los siguientes: 
1. La señora Jasbleidy Jhoana Agredo Campo es funcionaria de la UAE de Aeronáutica Civil desde el 3 de noviembre del año 2009. 
2. Refirió que desde hace mucho tiempo viene siendo víctima de persecuciones, acoso laboral y maltrato psicológico por parte de sus compañeros de trabajo y superiores, y que además su carga laboral ha sido excesiva, circunstancias que ha puesto en conocimiento de las instancias encargadas en su momento, pero jamás se le ha dado credibilidad a sus palabras; sumado a ello, ha sido burlada por sus compañeros por el hecho de haber denunciado la discriminación laboral que ha venido sufriendo. 
3. Aunado a lo anterior, la señora Jasbleidy estuvo incapacitada por espacio de un año, además sufre trastornos de ansiedad y depresión, y otros diagnósticos, razón por la cual su fondo de pensiones calificó su PCL y le concedió una prestación económica por invalidez. 

4. Cansada con la situación, la accionante presentó renuncia a la entidad el 8 de febrero de 2019, pero la misma fue rechazada y devuelta, pues le exigen que no consigne en su escrito ningún tipo de motivación. Reiteró la solicitud el 25 de julio de 2019, pero la UAE de Aeronáutica Civil se mantuvo en su posición de no aceptar su renuncia. 
PRETENSIONES:

La accionante pidió que se tutelen sus derechos fundamentales al trabajo, a la libertad de escogencia de profesión u oficio, debido proceso administrativo y libertad de expresión, y en consecuencia, se le ordene a la UAE de Aeronáutica Civil que acepte su renuncia motivada.   

TRÁMITE Y SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:
1. Admisión: 

El Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira avocó el conocimiento de la actuación el 8 de agosto de 2019, y ordenó correr traslado a la UAE de Aeronáutica Civil para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción. 
2. Respuestas de los accionados:  

UAE DE AERONÁUTICA CIVIL: en su defensa, alegó que las quejas por acoso laboral impetradas por la accionante fueron direccionadas al Comité de Convivencia Laboral de la Regional Valle y a la Procuraduría para su atención. 

Mencionó que es cierto que la accionante presentó renuncia el 8 de febrero de 2019, y que esa entidad mediante Comunicación 3105-106-12-2019604921 del 15 de febrero de 2019 le devolvió el escrito por encontrarse motivada. 
También contó que la señora Jasbleidy padeció quebrantos de salud por un largo período, durante el cual recibió acompañamiento de esa entidad como empleadora, pero la EPS Medimás autorizó su retorno con ciertas recomendaciones a seguir en su puesto de trabajo. 

3. Sentencia de primera instancia: 

Una vez efectuado el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de primer nivel resolvió mediante sentencia del 21 de agosto de 2019: “Abstenerse de conceder el amparo solicitado…”, porque en su criterio, le asiste la razón a la entidad demandada al asegurar que no le es dable al nominador aceptar una renuncia cuando se encuentra motivada y que además tiene una carga negativa en contra de los servidores, porque con ello “se desnaturaliza la figura de la renuncia a un cargo, como expresión de la voluntad del dimitente, precisamente en ejercicio del derecho al trabajo y libertad de expresión”.  
FUNDAMENTO DE LAS IMPUGNACIONES:
El 26 de agosto de 2019 la señora Jasbleidy Jhoana Agredo Campos presentó ante el Despacho de conocimiento un escrito de impugnación, mediante el cual resaltó que su único interés con la presente acción es el de lograr que la UAE de la Aeronáutica Civil acepte su renuncia para poder desvincularse de esa entidad y así dedicarse a restablecer su salud.     
Expuso la accionante que el Consejo de Estado en sus decisiones, ha sostenido que no existe en el ordenamiento jurídico una disposición que le impida a los servidores públicos renunciantes exponer las razones que lo indujeron a tomar esa decisión.  

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para conocer de esta acción constitucional, de conformidad con el Canon 86 de la Constitución Política, en armonía con los artículos 32 del Decreto Legislativo 2591 de 1991 y 1º del Decreto Reglamentario 1983 de 2017. 

2. Problema jurídico a resolver: 

El problema jurídico del presente asunto gira en torno a establecer si la decisión de primer grado estuvo ajustada a derecho, al negarse a conceder la protección constitucional reclamada por la señora Jasbleidy Jhoana Agredo Campos, o si por el contrario dicho amparo resulta necesario para conjurar el menoscabo en los derechos fundamentales que Ella considera conculcados por la UAE de la Aeronáutica Civil. 
3. Solución: 

La Constitución Nacional consagró la acción de tutela en su artículo 86, como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los Jueces en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en los casos expresamente previstos en la ley.

En primer lugar, ha de decirse que la presente acción constitucional deviene en procedente, en la medida en que está acreditada la legitimación en la causa tanto por activa, como por pasiva, dado que la accionante es la titular de los derechos que se reclaman, y la UAE de la Aeronáutica Civil es la entidad a la cual se le endilgan las acusaciones o reproches formuladas en el escrito de tutela. De igual manera, vemos que se cumple con el requisito de inmediatez, toda vez que entre los hechos demandados y la interposición de la acción de tutela se vislumbra un tiempo razonable, toda vez que fue apenas en el mes de julio del año que transcurre que la encartada se negó por segunda vez a aceptar la renuncia de la señora Jasbleidy. Así mismo, el asunto es de eminente relevancia constitucional, pues con los acontecimientos narrados por la libelista, bien podrían verse involucrados derechos de rango fundamental, como los consagrados en los artículos 25
 y 26
 de la Constitución, estos son, el derecho al trabajo y a la libertad de escogencia de profesión y oficio. Finalmente, vemos que está acreditado el requisito de la subsidiariedad, porque si bien la accionante tiene en la jurisdicción ordinaria otros mecanismos de defensa judicial, lo cierto es que sus dichos dejan entrever la premura y la urgencia para que se adopten decisiones de fondo en su caso, con lo que las vías ordinarias no resultarían ser las más idóneas, en especial por la tardanza que en un escenario como esos implica la resolución de un asunto como el aquí planteado. 

De acuerdo a lo anterior, se descenderá al análisis de la presente acción, por haberse satisfecho los requisitos de procedencia de la tutela.  
· Sobre el derecho fundamental al trabajo: 

En nuestro ordenamiento jurídico, el derecho al trabajo está consagrado en el artículo 25 Superior como una prerrogativa de rango fundamental, susceptible, naturalmente, de protección por medio de la acción de tutela, el cual, en concordancia con el artículo 26 Ejusdem, tiene que ver con la posibilidad que le asiste al ser humano de desarrollar de manera libre su proyecto de vida, por medio del ejercicio de una labor o actividad a través de la cual prodigarse su congrua subsistencia, y desenvolverse positivamente en el engranaje de la sociedad, eligiendo de manera consciente y autónoma la profesión u oficio en el cual se habrá de llevar a cabo dicho propósito; lo que a su vez, involucra la facultad decisoria de modificar o poner fin a las etapas o ciclos que en el trayecto de ese plan se van presentando.

La Corte Constitucional ha sostenido al respecto lo siguiente: 
“… Debe entenderse que dicha posibilidad (…) se materializa como una libertad individual con la que cuenta cada persona para elegir si desea continuar en un determinado empleo y, así, dentro del ejercicio de su autonomía, desarrollarse laboralmente en otro campo. 

La renuncia ha sido concebida como el acto en virtud del cual una persona hace manifiesta, de manera escrita, su voluntad espontánea, consciente e inequívoca de separarse de la labor que desempeña y cesar en el ejercicio del cargo que le había sido encomendado…” 

En concordancia con lo anterior, el artículo 2.2.11.1.3 del Decreto 648 de 2017, “Por el cual se modifica y adiciona el Decreto 1083 de 2015, Reglamentario Único del Sector de la Función Pública”, estipula lo siguiente: 
“Toda persona que sirva un empleo de voluntaria aceptación puede renunciarlo libremente en cualquier tiempo.

La renuncia se produce cuando el empleado manifiesta por escrito, de forma espontánea e inequívoca, su decisión de separarse del servicio.

Si la autoridad competente creyere que hay motivos notorios de conveniencia pública para no aceptar la renuncia, deberá solicitar el retiro de ella, pero si el renunciante insiste deberá aceptarla.

La renuncia regularmente aceptada la hace irrevocable.

Presentada la renuncia, su aceptación por la autoridad competente se producirá por escrito, y en el acto administrativo correspondiente deberá determinarse la fecha en que se hará efectiva, que no podrá ser posterior a treinta (30) días de su presentación.

(…)
Quedan terminantemente prohibidas y carecerán en absoluto de valor las renuncias en blanco, o sin fecha determinada, o que mediante cualquiera otra circunstancia pongan con anticipación en manos de la autoridad nominadora la suerte del empleado…”
Con respecto a lo anterior, la Sala reconoce, porque así lo dice expresamente la norma, que existen algunos condicionamientos en la presentación del escrito de renuncia para posibilitar su aceptación y que la misma pueda surtir efectos, los cuales son válidamente exigibles por el nominador, pero ello, según viene de verse, sucede en casos muy puntuales: i) cuando se presenta una renuncia en blanco; ii) cuando no se consigna en la renuncia la fecha determinada de su materialización; iii) cuando se pone en manos del empleador la suerte del empleado. 
Sin embargo, en el caso que nos ocupa, si trasponemos los anteriores presupuestos a los escritos de renuncia presentados por la accionante ante su empleador, vemos que contrario a lo sostenido por este último, así como por el Juez de instancia, los mismos son una perfecta manifestación de la voluntad espontánea e inequívoca de la señora Jasbleidy Jhoana Agredo Campos para separarse del servicio prestado a la Unidad de Aeronáutica Civil, razón por la cual no se encuentra justificación alguna para que la encartada se niegue a acceder a ese propósito y la obligue a mantener vinculada a un empleo en el que no desea continuar. 
Frente a este punto, la Máxima Autoridad Constitucional, en correlación con lo dicho por el Consejo de Estado, ha expuesto lo siguiente: 

“Es de destacar que, como lo ha reconocido el Consejo de Estado con anterioridad, existe una práctica reiterada por parte de la administración pública a lo largo del territorio nacional, tendiente a abstenerse de dar trámite o rechazar las renuncias en las que los servidores públicos arguyen las razones que los llevaron a tomar su decisión, en específico aquellas que ponen de presente problemas con el puesto de trabajo, pues se considera que el simple hecho de aceptar una renuncia que cuente en su cuerpo con estos elementos, implica reconocer la veracidad de las afirmaciones realizadas y admitir responsabilidad en los eventuales procesos judiciales que puedan iniciarse con posterioridad a efectos de demostrar la configuración de un despido indirecto.

Al respecto, dicha Corporación judicial ha expresado que “no existe en el ordenamiento jurídico una disposición que impida al dimitente exponer las razones o motivos que lo indujeron a tomar la determinación de desvincularse del servicio público”
, motivo por el cual debe entenderse que la práctica anteriormente referida se encuentra completamente injustificada, sobre todo cuando esta misma autoridad judicial ha indicado que las afirmaciones que el trabajador pueda hacer en relación con las condiciones en que se retiró del servicio público, no constituyen por sí mismas ningún vicio de la voluntad y, por tanto, no invalidan el acto administrativo que la acepta.

Es de destacar que toda actuación producto de la voluntad de una persona siempre va precedida de un fundamento en virtud del cual el individuo evaluó las diversas variables y consideró que, dado el conjunto de consecuencias que pueden materializarse, la conducta escogida es la más beneficiosa para sus intereses particulares; lo anterior, indistintamente de que las razones en cuestión se hagan manifiestas por el individuo o que, por el contrario, éste decida mantenerlas escondidas.

En este sentido, el Consejo de Estado, en Sentencia del 02 de agosto de 2012 indicó que:

“… si bien la renuncia debe ser un acto voluntario, libre y espontáneo, ello no supone que el servidor público que adopte dicha determinación este (sic) desprovisto, en su fuero interno, de motivos o razones, los cuales puede expresar en su solicitud de desvinculación si así lo desea.”
En virtud de lo dicho hasta ahora, se concluye que en el acto de renuncia, la consignación expresa de los motivos que llevan al trabajador a tomar esa decisión, de ninguna manera puede entenderse como un vicio de la voluntad de la persona para que válidamente se le permita separarse del servicio prestado, aunado a ello, si bien es cierto que en algunos casos el nominador tiene la posibilidad de solicitar la reconsideración de la renuncia, también lo es que si el empleado insiste en su intención de renunciar, no existe razón alguna que resulte jurídicamente admisible para que se le vete tal derecho de retirarse del cargo que ha venido desempeñando, máxime cuando el hecho de acceder a esa solicitud, como ya se dijo, no se traduce en un reconocimiento de responsabilidad tácita por parte del empleador frente a la supuesta persecución laboral alegada por la trabajadora. 
Es por las razones expuestas hasta ahora que la Colegiatura habrá de revocar la decisión de primer grado, y en su lugar, tutelará los derechos fundamentales al trabajo y a la libre escogencia de profesión u oficio, consagrados en los artículos 25 y 26 de la Constitución, de los cuales es titular la señora Jasbleidy Jhoana Agredo Campo, vulnerados por parte de la Unidad Administrativa Especial de Aeronáutica Civil, por lo que se habrá de ordenar a esta última que en el improrrogable término de 30 días calendario, contadas a partir de la notificación de la presente decisión, profiera el correspondiente acto administrativo por medio del cual se acepte la renuncia de la aludida ciudadana, con las consecuencias laborales que de dicha decisión se deriven.   

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,
RESUELVE:
PRIMERO: REVOCAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira el 21 de agosto de 2019, y en su lugar TUTELAR los derechos fundamentales al trabajo y a la libre escogencia de profesión u oficio, consagrados en los artículos 25 y 26 de la Constitución, de los cuales es titular la señora JASBLEIDY JHOANA AGREDO CAMPO, vulnerados por parte de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE AERONÁUTICA CIVIL. 

SEGUNDO: ORDENAR a la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE AERONÁUTICA CIVIL que en el improrrogable término de 30 días calendario, contadas a partir de la notificación de la presente decisión, profiera el correspondiente acto administrativo por medio del cual se acepte la renuncia de la señora JASBLEIDY JHOANA AGREDO CAMPO, con las consecuencias laborales que de dicha decisión se deriven.
TERCERO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� “El trabajo es un derecho y una obligación social y goza, en todas sus modalidades, de la especial protección del Estado. Toda persona tiene derecho a un trabajo en condiciones dignas y justas.”


� “Toda persona es libre de escoger profesión u oficio…” 


� Sentencia T-168 de 2019. 


� Consejo de Estado, Sentencia del 18 de julio de 1995. Reiterado en las Sentencias del (i) 2 de agosto de 2012. Radicado No. 25000-23-25-000-2012-01268-01(AC); (ii) 23 de febrero de 2017. Radicado No. 08001-23-33-000-2012-00098-01 (1496-14).
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